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ACCESO A LA INFORMACIÓN EN EL PODER JUDICIAL DE ESP AÑA

Excmo. Sr. D.  Carlos Lesmes Serrano
Magistrado del Tribunal Supremo

La Constitución española de 1978, como la mayor par te de
las constituciones europeas, proclama como principi o de
actuación del Poder Judicial el de publicidad, prin cipio que
se configura como un instituto de garantía para el correcto
ejercicio de este poder publico.

Frente a la tradición oscurantista y secreta de la
actuación judicial, la modernidad nos aporto como v alor propio
del Estado Liberal decimonónico la transparencia en  la
actuación de los Jueces, principio que hoy se encue ntra
consolidado en la mayor parte de los sistemas juríd icos.

Sin embargo, en la ultimas tres décadas, especialme nte en
el ámbito europeo, ha nacido un nuevo paradigma con  papel de
protagonista en la permanente tensión entre publici dad y
secreto en las relaciones entre el poder publico y los
ciudadanos. El nacimiento del derecho a la protecci ón de datos
de carácter personal, según la terminología europea , como
derecho fundamental de tercera generación nos oblig a a
repensar el derecho a la información publica y el p rincipio de
transparencia, temas claves del  Derecho público de  la
información  que se encuentran en estos Derechos en  pleno
proceso de elaboración dogmática, en un estadio muy  inicial de
perfeccionamiento jurídico

La  tensión existente en un Estado de Derecho entre  la
publicidad, -ligada íntimamente a las relaciones  p úblicas-, y
la confidencialidad, -unida a la privacidad o ámbit o íntimo de
las personas-, se proyecta con mayor intensidad en el campo de
las actuaciones judiciales, en el que, a tenor de l o dispuesto
en la mayor parte de las Constituciones modernas, é stas  han
de ser públicas;  las sentencias se han de pronunci ar  en
audiencia pública y los procesos han de ser orales,  término
éste que la regulación legislativa procesal ha asim ilado con
el de  publicidad procesal.

Para abordar nuestra reflexión es preciso referirno s al
nacimiento del nuevo derecho a la protección de dat os de
carácter personal y como a lo largo de los últimos años ha ido
perfilando y matizando el principio de publicidad y
transparencia de la actuación judicial y el acceso a la
información personal por parte de los Jueces.

 En el ámbito europeo fue la  Constitución de Portu gal de
1976 la que por primera vez enuncia con rango const itucional
el principio por el cual cada ciudadano tiene el de recho a
conocer sus datos personales recopilados en bases d e datos
informáticas, y de pretender su corrección y actual ización
(art. 35). La incidencia de este artículo, así como  de
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diversas leyes europeas sobre protección de datos i nfluyó en
la idea del constituyente español sobre la necesida d de
regular, al máximo rango jurídico en la Constitució n española,
un ámbito tan significativo como el de la informáti ca por su
potencialidad agresora sobre la privacidad de los i ndividuos.

No obstante la existencia de estos pronunciamientos
constitucionales, en el ámbito europeo se puede afi rmar que,
al menos en sus inicios, el nuevo derecho es en gra n medida de
creación judicial. Como sentencia pionera puede cit arse la del
Tribunal Constitucional alemán de 15 de diciembre d e 1983, en
la que se elaboró el concepto de autodeterminación informativa
( Informationelle Selbsbestimmungsrecht)  dentro del marco de la
libre personalidad. En la citada resolución se decl araron
inconstitucionales algunos artículos de la Ley del Censo de 31
de marzo de 1982, que obligaban a los ciudadanos al emanes a
responder preguntas de tipo personal –algunas sobre  su
religión, convivencia con otros, profesión…-. La
inconstitucionalidad no vendría dada de los propios  datos,
máxime teniendo en cuenta que muchos de ellos hubie ran podido
obtenerse de fuentes accesibles al público, sino de  la
combinación de aquellos y de su adscripción a la pe rsona.

En 1995 se aprobó la Directiva europea núm. 46, al objeto
de aproximar las legislaciones europeas en esta mat eria con la
finalidad de producir el efecto, no de debilitar la  tutela por
ellas asegurado, sino que muy al contrario para gar antizar un
elevado grado de tutela. En el año 2000, con la Car ta de
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, la prot ección de
datos personales fue reconocida como derecho fundam ental
autónomo, contribuyendo de este modo a la
“constitucionalización” de la persona, que el Preám bulo de la
Carta pone “al centro” de la acción de la Unión Eur opea. Y
esta línea ha producido efectos institucionales imp ortantes,
como las dos comunicaciones con las que la Comisión  Europea ha
establecido que sus actos legislativos y reglamenta rios deben
estar sometidos siempre a un control preliminar de
compatibilidad con la Carta de Derechos Fundamental es. Además,
siempre en el ámbito de la Unión Europea, la materi a de
protección de los datos personales ha pasado del se ctor del
Mercado interno al de la Libertad, seguridad y just icia, con
un explícito reconocimiento del hecho que nos encon tramos en
este momento frente a una materia irreductible únic amente a la
lógica económica, pero que toca derechos y libertad es de las
personas.

Como hemos dicho, la legislación europea ha sido
impulsada y armonizada fundamentalmente por la Dire ctiva
95/46/CE, del Parlamento y del Consejo, de octubre de 1995,
relativa a la protección de las personas físicas en  lo que
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre
circulación  de estos datos.

Se destaca en la Directiva que los datos personales  deben
ser tratados de forma lícita, recogidos de forma po nderada con
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fines determinados explícitos y legítimos, exactos y
adecuadamente conservados; se limita el tratamiento  de los
datos personales, que sólo puede efectuarse con el
consentimiento inequívoco del interesado, o en los casos que
resulte necesario en virtud de un interés preferent e. En el
caso de ciertos datos personales, como los que reve len el
origen racial, las opiniones políticas, la vinculac ión
sindical, el tratamiento de la salud o la sexualida d y las
convicciones religiosas, se prohibirá el tratamient o de datos
personales, a no ser que el interesado lo consienta , o existan
razones tasadas que lo justifiquen.  Se impone a lo s Estados
la obligación de conciliar el derecho a la intimida d en el
tratamiento de los datos personales con el derecho a la
libertad de expresión.  Se establece el derecho de información
del afectado con relación a los datos personales qu e se le
recaben, o incluso de aquellos que le afecten y no hayan sido
recabados del propio interesado. En ambos casos se modulan al
respecto los derechos informativos mínimos que le c ompeten. Se
contempla también el derecho de oposición del afect ado, en los
casos que establezcan las leyes.  Se garantiza a to dos los
interesados un derecho de acceso a la información p rocesada
por los responsables del tratamiento, así como en s u caso el
derecho de rectificación, supresión o bloqueo. Los citados
derechos se excepcionan en beneficio de la salvagua rdia de
intereses de orden público que resulten prioritario s
(seguridad del Estado, defensa...). Se impone a los
responsables y encargados del tratamiento de datos personales,
y a las personas que actúen bajo su autoridad, la o bligación
de preservar la confidencialidad, y de establecer l as
adecuadas medidas de seguridad en protección de la privacidad
de los datos personales. Ademas, los Estados miembr os deberán
contar con una Autoridad de Control, que supervisar á las
actividades de los responsables del tratamiento de datos en la
forma que reglamentariamente se desarrolle. Hemos d e señalar a
este respecto, que el reglamento 45/2001, de 18 de septiembre,
relativo a la protección de las personas físicas en  lo que
respecta al tratamiento de datos personales por las
instituciones y los organismos comunitarios, ha pre visto la
creación de un Supervisor Europeo de Protección de datos.
También se fijan las bases de las transferencias de  datos
personales a países terceros y se recomienda la pro moción de
la elaboración de códigos de conducta sectoriales d estinados a
contribuir a la correcta aplicación de las disposic iones
nacionales en materia de protección de datos person ales.

Esta es la Directiva que aborda de una forma comple ta la
materia, aunque existen otras normas comunitarias q ue la
abordan de una manera parcial.

El marco jurídico español en materia de protección de
datos personales está constituido fundamentalmente por la  Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección  de Datos
de Carácter Personal, norma que  incorpora a nuestr o
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ordenamiento jurídico el nuevo acerbo comunitario t eniendo
como finalidad principal transponer al ordenamiento  jurídico
interno la Directiva comunitaria antes referida.

La Ley pretende en definitiva garantizar la protecc ión de
las libertades y de los derechos fundamentales de l as personas
físicas, y, en particular, del derecho a la intimid ad, en lo
que respecta al tratamiento de los datos personales . Como
señala el segundo de los considerando de la Directi va
comunitaria  los sistemas de tratamiento de datos e stán al
servicio del hombre; que deben, cualquiera que sea la
nacionalidad o la residencia de las personas física s, respetar
las libertades y derechos fundamentales de las pers onas
físicas y, en particular, la intimidad, y contribui r al
progreso económico y social, al desarrollo de los
intercambios, así como al bienestar de los individu os.

Desde la perspectiva judicial el pronunciamiento má s
relevante en esta materia producido en España es la  Sentencia
del Tribunal Constitucional 292/2000, de 30 de novi embre.
Vino a resolver un recurso de inconstitucionalidad interpuesto
por el Defensor del Pueblo contra determinados artí culos de la
Ley de Protección de Datos por vulneración de la Co nstitución.

Destacamos los aspectos más relevantes de esta sent encia.
a) Derecho fundamental  a la protección de datos como

derecho diferenciado del derecho fundamental a la i ntimidad.
Comienza el Tribunal señalando que el derecho funda mental

a la intimidad no aporta por sí solo una protección  suficiente
frente a las amplias posibilidades que la informáti ca ofrece,
dado que una persona puede ignorar no sólo que dato s suyos se
hallan recogidos en un fichero, sino también si se han
trasladado a otro y con qué finalidad. Recuerda la  doctrina
de la pionera STC 254/1993, de 20 de julio,   seguida por otras
posteriores, en cuanto que el artículo 18.4 CE  es,  en sí
mismo, un derecho o libertad fundamental  frente a potenciales
agresiones a la dignidad y a la libertad de la pers ona
provenientes del uso ilegítimo del tratamiento de d atos,  lo
que la Constitución llama la informática. Garantía que se
traduce en un derecho a controlar los datos inserto s en un
programa informático (habeas data), así como su uso  y destino,
con el propósito de impedir su trafico ilícito y le sivo para
el afectado.

b) Contenido esencial del derecho.
Insiste el Tribunal que el objeto de este derecho

fundamental no se  reduce sólo a los datos íntimos de la
persona, sino a cualquier dato personal, sea o no í ntimo, cuyo
conocimiento o empleo por terceros pueda afectar a sus
derechos, por lo que también alcanza a aquellos dat os
personales públicos que son accesibles al conocimie nto de
cualquiera,  y no escapan al poder de disposición d el
afectado. También este derecho faculta a la persona  para
decidir cuales de esos datos proporcionar a un terc ero, o
cuales puede el tercero recabar, y también le permi te saber
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quien posee esos datos personales y para qué, pudie ndo
oponerse a su posesión o uso.

Un régimen normativo que autorizase la recogida de datos,
incluso con fines legítimos, vulneraría el derecho a la
intimidad si no incluyese garantías adecuadas frent e al uso
potencialmente invasor de la vida privada.

Se configura así el derecho fundamental como un der echo
defensivo en la medida que protege los datos person ales, sean
íntimos o no, del conocimiento ajeno, pero también como un
derecho de acción al comprender facultades positiva s de
control sobre los propios datos. En palabras del Tr ibunal el
derecho a la protección de datos garantiza a los in dividuos un
poder de disposición sobre esos datos.

c) Reserva de ley.
El derecho fundamental a la protección de datos es un

derecho de configuración legal, esto es un derecho para cuya
plena eficacia es indispensable la intervención del
legislador. La Constitución establece un contenido mínimo o
esencial que vincula al propio legislador pero es a  éste a
quien corresponde delimitar su objeto, contenido y límites.

 La Constitución no contempla la posibilidad de que  un
poder público distinto al legislador fije y aplique  los
límites de un derecho fundamental, por lo que una L ey que
contenga dicha habilitación a favor de otro poder p úblico,
habrá infringido el derecho fundamental, por no hab er cumplido
el mandato contenido en la reserva de Ley ( Art. 53 .1 y 81.1
CE) .

Precisamente el centro de la impugnación del recurs o de
inconstitucionalidad se basaba en la vulneración de  la reserva
de Ley del art. 53.1 CE por estimarse que sólo la L ey, y no
una norma reglamentaria, pueden precisar en que cas os cabe
limitar el derecho fundamental.

d) Límites.
El derecho a la protección de datos no es ilimitado , y de

hecho la Constitución ha querido que por Ley, y sól o por Ley,
puedan fijarse los límites de tal derecho fundament al (Art.
18.4), límites que han de hallarse constitucionalme nte
previstos, por lo que el apoderamiento legal que pe rmita a un
poder publico recoger, almacenar, tratar, y en su c aso ceder
los datos, sólo esta justificado si responde a la p rotección
de otros derechos o bienes constitucionalmente prot egidos.

Este reconocimiento de la protección de datos perso nales
como derecho fundamental de la persona incide en la  actuación
de los Tribunales de muy diversas maneras.  Es desd e luego una
materia que interesa a la actividad judicial entend ida en su
conjunto,  máxime si se tiene en cuenta que la legi slación
española y europea en general contiene una amplísim a
definición de lo que se entiende por dato personal –cualquier
información concerniente a personas físicas identif icadas o
identificables-, es decir, cualquier tipo de dato p ersonal sea
o no íntimo.
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Sin duda, son datos personales los que con frecuenc ia
están presentes en las actuaciones judiciales y en otros
muchos aspectos de funcionamiento de los Tribunales . Los datos
de carácter personal forman parte consustancial de la
actividad jurisdiccional, sirven de base para el
funcionamiento de determinados Registros públicos y  permiten
llevar a cabo diligencias fundamentales para la inv estigación
criminal.

De este modo, es posible afirmar que toda actividad  de
enjuiciamiento lleva implícita la necesidad de tratar ciertos
datos personales, bien sean relativos a las partes,
delincuentes o víctimas de los delitos –algunas esp ecialmente
protegidas como sucede con las víctimas de violenci a de
género, respecto de las que existe un deber de espe cial
protección por los tribunales y demás instituciones
intervinientes , o bien pertenecientes a terceros, sean
testigos, peritos, abogados u otros colaboradores d e la
Administración de Justicia. Además, no pocos de eso s datos
recaen sobre cuestiones relativas a la ideología, a filiación
sindical, religión o creencias, se refieren al orig en racial,
salud o vida sexual de las personas, o a la comisió n por éstas
de infracciones penales o administrativas. Son dato s, en
definitiva, especialmente protegidos, utilizando la
terminología de la Ley, que se presentan ante los T ribunales.

En otros casos, la propia recopilación de determina dos
datos de carácter personal es la que justifica la e xistencia
de instituciones, como los Registros, que se encuentran
relacionados con la actividad judicial pese a regir se por sus
normas específicas. De conformidad con dichas norma s, suelen
establecerse restricciones al derecho individual de  control
sobre dichos datos personales, con incidencia respe cto de las
facultades de información, acceso, rectificación y cancelación
de los mismos.

El acceso a los datos personales es, asimismo,
imprescindible para la investigación criminal, lo que plantea
situaciones especialmente complejas, dado que puede n verse
afectados otros derechos fundamentales, como sucede  por
ejemplo, en el acceso a los datos de tráfico en las
comunicaciones electrónicas, a ficheros policiales o a la
historia clínica. En todos estos supuestos, las pos ibilidades
de actuación judicial en relación con los datos per sonales son
ciertamente amplias, aunque no por ello se pueden o bviar las
consecuencias que se derivan de la protección de da tos.

En este sentido, en el sector de las telecomunicaci ones
existe una regulación específica de protección de d atos, sobre
la base de la Directiva europea 2002/58/CE del Parl amento
Europeo y del Consejo, relativa al tratamiento de l os datos
personales y a la protección de la intimidad. En su  virtud, se
establece la obligación de conservar los datos de t ráfico, lo
que puede afectar no sólo a la protección de datos de carácter
personal, sino también al secreto de las comunicaci ones.  Esta
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legislación permite acudir a este medio de investig ación
criminal, pero siempre con pleno respeto a la norma tiva
general de tratamiento de datos de carácter general . De este
modo, el Juez podrá autorizar la cesión de los dato s
conservados siempre que en el caso concreto, la med ida se
encuentre justificada desde la perspectiva del prin cipio de
proporcionalidad.

Otro supuesto de interés es el acceso a la historia
clínica con fines judiciales. No hay que olvidar su indudab le
valor probatorio en los casos de mala praxis médica , ya que
sirve por ejemplo para valorar la falta de informac ión
adecuada al paciente o los casos de vulneración del  secreto
profesional, de ahí que la legislación española se establece
específicamente el deber de confidencialidad y la n ecesidad de
conservación de la documentación clínica a efectos de la
investigación judicial.

Pues bien, aceptada la trascendencia que el tratami ento
de datos personales tiene en la actividad judicial abordaremos
aquellos aspectos  que consideramos mas esenciales:  la gestión
de los ficheros judiciales, el régimen de publicida d y
publicación de las decisiones judiciales, el acceso  a la
información personal en la actividad jurisdiccional , la
protección de la privacidad como elemento novedoso de
ponderación de conflictos de derechos suscitados an te los
Tribunales y las especiales relaciones entre los Tr ibunales de
Justicia y la Autoridad de Control en materia de pr otección de
datos.

Los examinaremos separadamente.
a)  La gestion de los ficheros judiciales.

El reconocimiento por parte del Tribunal Constituci onal
español (STC 292/2000) de la existencia de un derec ho
fundamental a la protección de datos personales obl iga a los
titulares de los órganos judiciales a  su tutela en  el
ejercicio de su normal actividad, y  más ahora que dicha
actividad se puede formalizar por  medios informáti cos.  En
esta línea se enmarca la legislación española en ma teria de
organización judicial pues aunque acepta la introdu cción en el
mundo judicial de los medios electrónicos informáti cos y
telemáticos, lo hace con sujeción a la normativa de  protección
de datos, declarándose con rotundidad que se habrá de
salvaguardar en todo momento la confidencialidad, p rivacidad y
seguridad de los datos de carácter personal conteni dos en los
ficheros judiciales, autorizando al órgano de gobie rno de los
jueces (el Consejo General del Poder Judicial) lo r elativo a
la determinación de los requisitos y demás condicio nes que
afecten al establecimiento y gestión de los fichero s
automatizados que se encuentren bajo la responsabil idad de los
órganos judiciales.
   Sin embargo, la vía reglamentaria, que es la única que
puede utilizar el Consejo General del Poder Judicia l, es
insuficiente para regular una materia que afecta de  lleno a un
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derecho fundamental, de manera que ha de correspond er al
legislador regular las bases de dicha materia. A lo s ficheros
judiciales, dado su carácter público, es de aplicac ión la
normativa establecida con carácter general en la le gislación
de protección de datos para esta clase de ficheros,   sin
olvidar  que mucha de la información contenida en l os ficheros
judiciales es una información sensible que puede en cuadrarse
en las categorías de datos especialmente protegidos  según la
normativa española y europea.

El Tribunal Supremo de España no ha sido ajeno a la
necesidad de la confidencialidad del contenido de l os ficheros
judiciales, habiéndose pronunciado sobre algunos as pectos
relevantes de la misma. Así, en el año 1995 una imp ortante
sentencia estableció con claridad y contundencia qu e la
petición indiscriminada de acceso a los libros de s entencias
de distintos Juzgados con el fin de informar sobre solvencia
de peticionarios de créditos debía valorarse a la l uz del
principio de publicidad de las actuaciones judicial es recogido
en la Constitución y de las leyes procesales, que g radúan
dicho acceso en función de tres criterios: el de pu blicidad
para todos los ciudadanos (audiencia pública) de la s
actuaciones judiciales que terminan con sentencia, dando paso
a continuación  a otra fase distinta; el de  notifi cación de
las resoluciones judiciales, que sólo se puede hace r a las
partes del proceso; y finalmente,  el de  las actua ciones
procesales finalizadas, a las que se refiere el art . 235 de la
LOPJ,  a las que sólo pueden acceder los interesado s (art.
266.1 de la LOPJ).  El interesado ha de tener inter és
legítimo: conexión singular con el objeto del proce so y de la
sentencia que lo puso fin, o con actos procesales p or los que
se ha desarrollado aquel objeto y así se han docume ntado;
conexión que no afecte al derecho a la privacidad d e las
partes, y que si la información es usada para satis facer
intereses de terceros, este interés se mantenga en el ámbito
del ordenamiento jurídico. Para el Tribunal Supremo  la
petición para acceder al contenido de los ficheros judiciales
por parte de un tercero con el fin de elaborar fich eros de
solvencia de interés para las empresas incumplía  e sos
requisitos al no guardar conexión singular con los procesos en
particular, ni con las sentencias en singular; porq ue no se
garantiza el derecho a la intimidad personal y fami liar de los
que aparecen en esos procesos, al no poder obteners e su
consentimiento previo; amparándose la denegación de  la
información en el respeto a esos derechos constituc ionales de
preferente posición.
     En definitiva, el Tribunal Supremo declaró que  el
acceso indiscriminado a la información obrante en l os ficheros
judiciales no estaba amparado en el principio de pu blicidad
del proceso y de las actuaciones judiciales, siendo  el derecho
de acceso a dicha información mas restringido en vi rtud del
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derecho fundamental a la protección de datos person ales que
también despliega sus efectos en este ámbito.

En otras sentencias posteriores el Tribunal Supremo  ha
insistido en el hecho de que la publicidad de las a ctuaciones
judiciales no significa que los datos contenidos en  un
procedimiento judicial que se halla en fase de ejec ución,
puedan ser examinados y se encuentren a disposición  del
público en general de forma totalmente libre e indi scriminada,
sino que dicha publicidad está restringida salvo aq uellas
actuaciones que se celebren en audiencia pública a los que
ostenten la condición de “interesados”, a la que se  refiere la
Ley Orgánica del Poder Judicial.

En todo caso, el Tribunal Supremo ha declarado con
rotundidad que a los ficheros judiciales les es ple namente
aplicable la normativa en materia de protección de datos de
carácter personal por razón de que estamos en prese ncia de un
derecho fundamental cuyo enunciado vincula a todos los poderes
públicos y, por tanto, a los órganos judiciales, se a en el
ejercicio de la potestad jurisdiccional, sea en sus  aspectos
gubernativos al margen de la forma en que se cumpla n las
normas que la hacen efectiva.

Pues bien, la normativa reglamentaria emanada del C onsejo
General del Poder Judicial, en cuanto órgano de gob ierno de
los Jueces, ha previsto que en el establecimiento y  gestión de
los ficheros automatizados bajo la responsabilidad de los
órganos judiciales están plenamente vigentes los de rechos de
autodeterminación informática. Ello ha obligado a d eterminar
qué datos se contendrán en los ficheros automatizad os
dependientes de los órganos judiciales, entre los q ue se debe
entender los que exigen las leyes procesales, la fu ente de
donde se recogerán esos datos, su conservación, su cesión y
los derechos de acceso, rectificación y cancelación , con
especial mención a la protección de la intimidad de  las
personas y al interés del procedimiento. Se ha cons tituido
como responsable del fichero al Juez o Presidente y  bajo su
autoridad al Secretario judicial y la creación, mod ificación
o supresión de los ficheros recogidos en el Reglame nto
correspondiente se reserva al Consejo General del P oder
Judicial, a propuesta de la Sala de Gobierno del Tr ibunal
correspondiente, publicándose en el Boletín Oficial  del
Estado.

    b) El régimen de publicidad y publicación de las
decisiones judiciales.

Al hilo de lo expuesto anteriormente,  hay que seña lar
que la norma reglamentaria reguladora del tratamien to
automatizado de datos personales por parte de los ó rganos
judiciales prevé que en el tratamiento y difusión d e las
resoluciones judiciales se procurará la supresión d e los datos
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de identificación para asegurar en todo momento la protección
del honor e intimidad personal y familiar.
        La legislación española en materia de organ ización
judicial –Ley Organica del Poder Judicial- atribuye  al Consejo
General del Poder Judicial competencias en la publi cación
oficial de las sentencias y otras resoluciones que se
determinen del Tribunal Supremo y del resto de órga nos
judiciales, estableciendo dicho Consejo, previo inf orme de las
Administraciones competentes, de forma reglamentari a, el modo
de elaboración de los libros electrónicos de senten cias, su
recopilación,  tratamiento y difusión y certificaci ón, así
como la forma de asegurar el cumplimiento de la leg islación
en materia de protección de datos personales.
      También  la referida Ley Orgánica del Poder J udicial
obliga a todos los órganos judiciales a remitir tod as sus
sentencias y demás resoluciones de interés al propi o Consejo a
través del Centro de Documentación del Poder Judici al
(CENDOPJ), con el fin, entre otros, de “asegurar el
cumplimiento de la legislación en materia de protec ción de
datos”.  Igualmente, se establece que los Jueces y Magistrad os
cuidarán de que las sentencias y resoluciones se in tegren en
las aplicaciones informáticas de su órgano judicial .
Asimismo, en cada órgano judicial se llevará una ré plica
informática  del Libro de Registro de sentencias y/ o Autos  y
sus resoluciones se certificarán electrónicamente c uando lo
permita el sistema informático. Reitera  la Ley que  en el
tratamiento y difusión de las resoluciones judicial es se
cumplirá lo dispuesto en la legislación en materia de
protección datos personales.

No significa lo anterior que el principio de
confidencialidad impida todo acceso a la informació n judicial.
En este sentido se regula en la Ley la información que se
puede dar a los interesados en unas actuaciones jud iciales y
la posibilidad de poder examinarlas y conocerlas, s iempre que
no se hayan declarado secretas; e igualmente establ ece que se
expedirán los testimonios y copias que se soliciten  con
arreglo a la Ley, y del mismo modo se reconoce el d erecho a
las partes y a cualquier  persona  que acredite un interés
legítimo a obtener copias simples de escritos y doc umentos que
consten en autos, no declarados secretos.

Ahora bien, las normas recogen el taxativo mandato de que
salvo los supuestos anteriores exceptuados no se fa cilitaran a
los fines de difusión pública copias de las resoluc iones
judiciales con excepción de la que a los fines de i nformación
jurídica puede realizar el Centro de Documentación Judicial.
    Toda esta normativa reglamentaria expuesta, -ap arte de
recoger la doctrina establecida por el Tribunal Sup remo
acerca de la relación entre el  principio de  publi cidad  y el
derecho a la protección de datos de carácter person al en el
ámbito de las actuaciones judiciales en general y, del acceso
y difusión de las sentencias dictadas por los Juzga dos y
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Tribunales, en particular-, pretende, hasta cierto punto,
resolver en alguna medida las omisiones  existentes   en la
legislación aplicable a  los tratamientos y fichero s,
automatizados o no,  del Poder Judicial. Sin embarg o, como ya
se ha dicho,  no es suficiente para cumplir ese fin .

Caso singular es el relativo a la publicidad del
contenido de sentencias en un medio como es internet
proporcionando datos de carácter personal, y puesto  en
relación con la libertad de expresión, en el que se  ha
destacado por la jurisprudencia que es preciso pond erar las
circunstancias concurrentes, sin que necesariamente  deba
prevalecer la libertad de expresión sobre el derech o a la
protección de datos personales cuando de la divulga ción de
dichos datos a través de una página web no esté justificada en
la existencia de un interés general en conocer dich a
información.

c)  El acceso a la información personal en la actividad
jurisdiccional.

Llegados a este punto, podemos dar por sentada la c onclusión
de que la protección de datos de carácter personal interesa al
Juez y, además, desde muy diversos puntos de vista.  Sin
embargo, esta realidad contrasta, como estamos vien do en el
desarrollo de esta exposición, con la escasa regula ción
normativa existente en España sobre esta materia. N o deja de
resultar paradójico que, en lo que se refiere a la protección
de datos de carácter personal en el ámbito de la Ju sticia, no
se haya completado la regulación legal contenida co n carácter
general en la Ley de Protección de Datos, con previ siones
concretas para el Poder Judicial.

Falta, por tanto, el desarrollo normativo preciso y  claro
de cómo debe llevarse a efecto la protección de datos
personales en las actuaciones judiciales. Estas pue den ser
propiamente jurisdiccionales, revestidas de la gara ntía de la
independencia y no sometidas a control externo por parte de
autoridades administrativas, que son a las que nos vamos a
referir ahora, y también pueden ser de carácter gub ernativo
donde el control externo, aunque matizado, es posib le. El
desarrollo de los programas informáticos para el de sarrollo de
la actividad de los Tribunales es un buen ejemplo d e este
deslinde conceptual. Es claro que las medidas de se guridad de
que deben gozar dichos programas para impedir acces os
indeseables a la información personal contenida en ellos es
competencia tanto de las administraciones competent es que los
proporcionan  a los  Tribunales, como de éstos, en cuantos
usuarios de los mismos.

En relación con la actividad propiamente jurisdicci onal y
pese a la orfandad normativa en el ordenamiento jur ídico
español se puede proclamar que el derecho a la prot ección de
datos de carácter personal opera como elemento de p onderación
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en sus investigaciones e indagaciones, en el acceso  a la
información privada para cumplir con su función
constitucional, debiendo utilizar los Jueces como c riterio
corrector de aquellas potestades de investigación q ue tienen
reconocidas en la ley el principio de proporcionali dad, hasta
el punto de considerar ilícitas aquellas actuacione s
judiciales que desborden los límites de lo razonabl e en el
desarrollo de sus pesquisas, especialmente cuando s e adentran
de forma masiva en la búsqueda de información perso nal de
naturaleza sensible que pueden afectar a grupos ind eterminados
de personas.

d)  La protección de la privacidad como elemento novedo so de
ponderación en la resolución de conflictos de derec hos
suscitados ante los Tribunales de Justicia.

Como estamos viendo el derecho a la privacidad o de recho
a la protección de datos personales se ha convertid o en una
figura poliédrica que permite a los juristas observ arlo desde
perspectivas diferentes. Su tensión con los princip ios de
publicidad y transparencia es una constante en el e jercicio
del poder público, incluso el poder judicial como a cabamos de
ver. Por otra parte, en los últimos años ha sido do tado de la
mayor relevancia y protección: Se consagra en la  C arta de los
Derechos Fundamentales de la Unión Europea dentro d el apartado
de las Libertades Públicas y en nuestro ordenamient o jurídico
esta reconocido con el mayor rango posible, en la p ropia
Constitución. Es claro pues que estas declaraciones  tienen una
importancia capital para los Tribunales españoles y a que los
derechos fundamentales gozan de una especial protec ción

Es preciso ahora abrir un nuevo marco de reflexión que
nos corresponde especialmente a los juristas en la medida en
que en el desenvolvimiento de las relaciones jurídi cas no es
infrecuente la colisión de derechos, colisión que o bliga a una
necesaria ponderación que primigeniamente correspon de a los
Jueces a los efectos de decidir la opción que final mente debe
prevalecer en cada caso concreto. Anteriormente, cu ando
exponíamos sucintamente la doctrina constitucional sobre el
derecho a la protección de datos de carácter person al ya
hicimos advertencia que no se trataba de un derecho  ilimitado,
que podía ceder ante otros derechos fundamentales y  bienes
constitucionalmente protegidos.

En los últimos años no ha sido infrecuente que los
Tribunales europeos y españoles se enfrenten a conf lictos de
derechos en los que uno de los elementos de la cont ienda ha
sido el derecho a la protección de datos de carácte r personal.
Su principal contrincante, como ocurre en la relaci ones del
poder publico, es el derecho a la libertad de expre sión e
información, instrumento imprescindible, por otra p arte, al
servicio de los principios de publicidad y transpar encia que
deben regir esas relaciones de poder y que además s irven para
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la conformación de la opinión publica en las socied ades
democráticas.

Pues bien, la primera vez que el Tribunal de Justic ia de
las Comunidades Europeas se enfrentó a una cuestión  relativa a
la protección de datos personales regulada en la Di rectiva
comunitaria de 1995 - STJ de las Comunidades Europe as, Sala
Pleno, de 6 de noviembre 2003, asunto C-101/2001. ( Caso
Lindqvist) -  fue precisamente sobre una cuestión c omo la que
acabamos de enunciar. En el marco de un proceso pen al seguido
ante el Göta hovrätt (Suecia), contra la Sra Lindqv ist,
acusada de haber infringido la normativa sueca rela tiva a la
protección de datos personales al publicar en varia s páginas
web de internet, diversos datos de carácter persona l sobre
varias personas que, como ella, colaboraban volunta riamente
con una parroquia de la Iglesia protestante de Suec ia, dicho
órgano jurisdiccional sueco planteó diversas cuesti ones sobre
la interpretación de la Directiva 95/46/CE.

Las páginas web habían sido creadas por dicha señor a en
su domicilio y con su ordenador, con el fin de que los
feligreses de la parroquia que se preparaban para l a
confirmación pudieran obtener fácilmente la informa ción que
necesitaran. Contenían información sobre ella y die ciocho de
sus compañeros de la parroquia protestante de Sueci a con la
que colaboraban, incluido su nombre completo o, en ocasiones,
sólo su nombre de pila. Además, la Sra. Lindqvist d escribía en
un tono ligeramente humorístico las funciones que d esempeñaban
sus compañeros, así como sus aficiones. En varios c asos se
mencionaba la situación familiar, el número de telé fono e
información adicional. Asimismo, señaló que una de sus
compañeras se había lesionado un pie y se encontrab a en
situación de baja parcial por enfermedad.
La Sra. Lindqvist no había informado a sus compañer os de la
existencia de estas páginas web y no había solicita do su
consentimiento. A petición suya, el administrador d el sitio
Internet de la Iglesia de Suecia creó un enlace ent re las
citadas páginas y dicho sitio.

El Tribunal de Justicia efectuó diversos pronunciam ientos
de interés sobre la interpretación de la normativa
comunitaria. Por un lado, observó que la conducta q ue consiste
en hacer referencia en una página Web, a diversas p ersonas y
en identificarlas por su nombre o por otros medios,  como su
número de teléfono o información relativa a sus con diciones de
trabajo y a sus aficiones, constituye un tratamient o total o
parcialmente automatizado de datos personales en el  sentido
del artículo 3, apartado 1, de la Directiva 95/46/C E.,
añadiendo que las disposiciones de esta Directiva n o entrañan,
por si mismas, una restricción contraria al princip io general
de la libertad de expresión o a otros derechos y li bertades
vigentes en la Unión Europea y que tienen su equiva lente,
entre otros, en el Art. 10 del Convenio Europeo de Derechos
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Humanos, firmado en Roma el 4 de noviembre 1950. In cumbe a las
autoridades y a los órganos jurisdiccionales nacion ales
encargados de aplicar la normativa nacional que ada pta el
Derecho interno a la Directiva 95/46 garantizar el justo
equilibrio entre los derechos e intereses en juego,  incluidos
los derechos fundamentales tutelados por el ordenam iento
jurídico comunitario.

Años después, el Tribunal de Justicia de las Comuni dades
Europeas se enfrentó a otro supuesto de colisión de  derechos
amparados por la normativa comunitaria. En este cas o, la
cuestión prejudicial fue promovida por un tribunal español y
dio lugar a la Sentencia de 29 de enero de 2008,  nº C-
275/2006. El asunto había sido promovido por Promus icae, una
asociación española sin ánimo de lucro que agrupa a
productores y editores de grabaciones musicales y
audiovisuales y que había solicitado a los Tribunal es
españoles que ordenasen a la empresa Telefónica que  revelara
la identidad y la dirección de determinadas persona s a las que
ésta prestaba el servicio de acceso a Internet. Ent re los
datos que solicitaba estaban las direcciones IP y l a fecha y
hora de conexión de los usuarios. De acuerdo con Pr omusicae,
estas personas utilizaban el programa de intercambi o de
archivos P2P conocido como Kazaa y permitían el acc eso, en una
carpeta compartida de su ordenador personal, a fono gramas
cuyos derechos patrimoniales de explotación corresp onden a los
asociados de Promusicae. Por consiguiente, ésta sol icitó que
se le facilitase la información referida para poder  ejercitar
en contra de ciertas personas las correspondientes acciones
civiles en territorio Español. Telefónica posterior mente alegó
que, conforme a la legislación española, la comunic ación de
los datos solicitados por Promusicae sólo estaba au torizada en
el marco de una investigación criminal o para la sa lvaguarda
de la seguridad pública y de la defensa nacional. L a cuestión
principal sometida por el órgano jurisdiccional esp añol al
Tribunal de Justicia fue saber si el derecho comuni tario
obliga a los Estados miembros a imponer el deber de  comunicar
datos personales en el marco de un procedimiento ci vil con
objeto de garantizar una protección efectiva de los  derechos
de autor. En su resolución, el Tribunal de Justicia  señala que
entre las excepciones permitidas por las Directivas  relativas
a la protección de datos personales figuran las med idas
necesarias para la protección de los derechos y lib ertades de
otras personas. Puesto que la Directiva sobre priva cidad y las
comunicaciones electrónicas no precisa los derechos  y
libertades de que se trata, debe interpretarse que expresa la
voluntad del legislador comunitario de no excluir d e su ámbito
de aplicación la protección del derecho de propieda d ni la de
las situaciones en que los autores pretenden obtene r esta
protección en el marco de un procedimiento civil. E n
consecuencia, no excluye la posibilidad de que los Estados
miembros impongan el deber de divulgar datos person ales en un
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procedimiento civil. Pero tampoco obliga a los Esta dos
miembros a imponer tal deber. .En cuanto a las Dire ctivas en
materia de propiedad intelectual, el Tribunal de Ju sticia
constata que éstas tampoco obligan a los Estados mi embros a
imponer el deber de comunicar datos personales en e l marco de
un procedimiento civil con objeto de garantizar una  protección
efectiva de los derechos de autor, .La decisión del  Tribunal
menciona en su resolución final lo siguiente: “Los Estados
miembros, a la hora de adaptar su ordenamiento jurí dico a las
Directivas en materia de propiedad intelectual y de  protección
de datos personales, deben basarse en una interpret ación de
éstas que garantice un justo equilibrio entre los d istintos
derechos fundamentales protegidos por el ordenamien to jurídico
comunitario. A continuación, en el momento de aplic ar las
medidas de adaptación del ordenamiento jurídico a e stas
Directivas, corresponde a las autoridades y a los ó rganos
jurisdiccionales de los Estados miembros no sólo in terpretar
su Derecho nacional de conformidad con dichas Direc tivas, sino
también procurar que la interpretación de éstas que  tomen como
base no entre en conflicto con dichos derechos fund amentales o
con los demás principios generales del Derecho comu nitario,
como el principio de proporcionalidad.

En definitiva, el Derecho Comunitario europeo no im pone
en el ámbito de procesos judiciales el deber de com unicar
datos personales con fundamento en los derechos de autor y los
derechos fundamentales de tutela judicial efectiva y de
defensa.

Por otra parte, ante los Tribunales españoles no ha  sido
infrecuente el planteamiento de conflictos de derec hos con
invocación del de protección de datos de carácter p ersonal. De
especial relevancia pública fue el conflicto promov ido por
numerosas personas contra las autoridades religiosa s católicas
cuando solicitaron, al amparo de su derecho a la pr otección de
datos personales que se cancelaran en los Libros de  Bautismo
sus datos cuando aparecían como bautizados. Las aut oridades
eclesiásticas no admitieron la cancelación por ente nder que
los Libros de Bautismo son intangibles (libertad re ligiosa de
la Iglesia Católica) y no constituyen ficheros de d atos
personales (no sujeción a la ley de protección de d atos). La
Agencia Española de Protección de Datos ordenó que se hiciera
una nota marginal en dichos Libros haciendo constar  que se
había ejercitado el derecho a la cancelación. Los T ribunales
españoles inicialmente respaldaron la posición de l a Autoridad
de Control aunque finalmente el Tribunal Supremo re chazó la
consideración de los Libros de Bautismo como ficher os de datos
personales y estimó inaplicable la Ley de Protecció n de Datos
en esta materia.

Como vemos pues el nuevo paradigma de la defensa de  la
privacidad en un mundo cada vez más transparente tr ata de
abrirse camino, afectando a situaciones que hasta a hora se
consideraban intangibles.
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e)  Las complejas relaciones entre los Tribunales de Ju sticia
y la Autoridad de Control en materia de protección de
datos.

Quiero finalizar mi exposición haciendo referencia a una
cuestión escasamente analizada por la doctrina pero  que puede
llegar a tener una gran importancia en el futuro, a l menos en
el ámbito europeo. Me refiero a las posibles interf erencias
que las Autoridades de Control en materia de protec ción de
datos personales pueden tener en el ámbito de la ac tividad
judicial en la medida en que su capacidad de contro l y
supervisión no aparece en principio limitada en la normativa
europea.

El Convenio 108, de 28 de enero de 1981, del Consej o de
Europa, para la protección de las personas con resp ecto al
tratamiento automatizado de datos de carácter perso nal, previó
que las distintas Partes designaran una autoridad p ara
concederse ayuda mutua. Es esta previsión el germen  de la
creación de las Autoridades de Control por parte de  los
distintos Estados europeos y también de la Agencia Española de
Protección de Datos.

La Directiva 95/46/CE, del Parlamento y del Consejo , de
24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y a la libre circulación de estos datos,  señala en
su considerando 62 que la creación de una Autoridad  de Control
que ejerza sus funciones con plena independencia en  cada uno
de los Estados miembros constituye un elemento esen cial de la
protección de las personas en lo que respecta al tr atamiento
de datos personales.

Este considerando tiene su desarrollo en el art. 28  de la
Directiva, dedicado a la Autoridad de Control, en e l que se
reitera la necesidad de que debe ejercer sus compet encias con
total independencia y ordena que se le atribuyan po deres de
investigación, de intervención y sancionadores.

Esta exigencia de independencia se recoge, asimismo , en
la Carta Europea de los Derechos Fundamentales, pro clamada en
Niza el 8 de diciembre de 2000, y que ha sido incor porada a
los Tratados constitutivos de la Comunidad Europea en el
reciente Tratado de Lisboa.

En definitiva, la función principal de estas Autori dades
de Control es la tutela del derecho a la protección  de datos
personales. Como quiera que los Tribunales tienen a tribuida de
forma genérica la tutela de los derechos de los ciu dadanos es
preciso detenerse en el examen de las relaciones en tre esta
autoridad administrativa y las judiciales, muy espe cialmente
en la capacidad de supervisión de aquella en relaci ón con la
actividad de éstas.
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En primer lugar, debemos destacar que los interesad os
pueden acudir en defensa de sus derechos tanto ante  las
autoridades judiciales competentes según el tipo de
reclamación como ante la autoridad de control confo rme a los
procedimientos establecidos en la legislación, de s uerte que
puede afirmarse que existe un sistema de control co mpartido.

No obstante, los Tribunales gozan de absoluta prima cía en
cuanto a la interpretación genérica de las normas d e
protección de datos ya que la potestad de interpretación de la
ley les corresponde a ellos, sin perjuicio de la la bor de
supervisión en la aplicación de la normativa vigent e que
desarrolla la Agencia Española de Protección de Dat os.

También corresponde a los Tribunales enjuiciar  la
actividad que la correspondiente autoridad de contr ol lleva a
cabo en materia de protección de datos, así como de terminar
las indemnizaciones que correspondan a los interesa dos en caso
de que el responsable o encargado del tratamiento i ncumpla lo
dispuesto en la normativa protectora. En este senti do las
resoluciones dictadas por el Director de la Agencia  Española
de Protección de Datos son susceptibles de ser impu gnadas ante
los tribunales administrativos españoles (Sala de l o
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional  y del
Tribunal Supremo).

No obstante, la potestad sancionadora por razón de
infracciones en materia de protección de datos de c arácter
personal le corresponde a la Autoridad de Control, potestad
que alcanza a cualquier institución u organismo púb lico, con
excepción de los Tribunales de Justicia cuando actú en en el
ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, dado que a estos
corresponde el ejercicio exclusivo de la potestad
jurisdiccional en todo tipo de procesos, según las normas de
competencia y procedimiento establecidas en las ley es.

Sentado lo anterior, no cabe desconocer que en el á mbito
judicial existen ficheros informáticos  de asuntos
jurisdiccionales  y de asuntos gubernativos , cuyo responsable
de tratamiento es el Secretario Judicial, obligado a respetar
la normativa en materia de protección de datos de c arácter
personal, circunstancia que puede habilitar en dete rminados
casos la intervención de la Autoridad de Control al  ser la
supervisora general del sistema de protección de da tos de
carácter personal, lo que puede dar lugar a una sit uación de
conflicto institucional por estar encomendado el go bierno de
Jueces y Magistrados con carácter exclusivo al Cons ejo General
del Poder Judicial. Recientemente el Tribunal Supre mo se
enfrentó a un supuesto en el que se negaba a la Age ncia
Española de Protección de Datos potestad de fiscali zación en
la Administración de Justicia, declarándose en sent encia que
corresponde con carácter exclusivo al Consejo Gener al del
Poder Judicial efectuar el control, también en esta  materia,
respecto de la actividad de Jueces y Magistrados.
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Debemos concluir nuestra exposición recuperando nue stra
reflexión inicial. La modernidad nos ha aportado in dudables
ventajas, entre ellas las facilidades que proporcio na el
desarrollo de las nuevas tecnologías de la informac ión y la
comunicación. Pero estos avances también pueden con llevar
graves intromisiones en la privacidad de las person as, en
aquellos ámbitos que éstas tienen derecho a preserv ar del
conocimiento ajeno, y esta nueva situación nos obli ga, como
juristas, a repensar principios que hasta este mome nto se
consideraban intangibles en una sociedad democrátic a como son
los de publicidad y transparencia en el ejercicio d e las
relaciones de poder público.


